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1. CARAcTERfsTIcAs Y DEFNICIÓN DE LA I.EY 

La ley es una de las especies de normas que integran un ordenamiento_ 
juridico positivo. Este es un sistema de normas válidas y  vigentes cuya estructura 
jerárquica tiene a la Constitución como estatuto básico y  supremo, subordinado 
al cual se encuentran todos los preceptos dictados con sujeción a ella, entre otros 
y  sucesivamente, la ley en sus variadas categorias, los reglamentos, decretos e 
instnm2iones y  las resoluciones. 

I 

La doctrina nacional y  extranjera es uniforme en atribuir a la ley determi- 
nadas características clásicas, de índole formal y  sustantiva, la presencia copu- 
lativa y  armónica de las cuales permite asignar a una disposicibn -0 serie de 
ellas- la cualidad de ley en sentido propio y  estricto. 

Desde el ángulo formal, las características de la ley son de naturaleza orgá- i/ 
nica y  procesal Orgánicamente, en primer lugar, ley es la norma jurídica positiva 
establecida por quien, según la Constitución, ejerce el Poder Legislativo en el 
Estado; y  atendido el factor procedirnental, en segundo lugar, ley es la norma 
formulada por el Organo estatal competente cumpliendo los requisitos y  ti- 
mites previstos por la Carta para su formación. 

Por el contrario, el ru.sgo swtutiiuo incide en que la Constitución ha esta- /* 
blecido para la ley una reserva de materias que ~610 por Bsta pueden ser 
reguladas, como asimismo, que para cumplir tal función el legislador debe satis- 
facer ciertas exigencias de contenido, o sea, que los preceptos por 81 elaborados 
sean generales, abstractos, permanentes, principales, innovadores, predetermi- 
nados y  dirigidos al bien común de la sociedad estatal. 

Necesario es detenerse, brevemente, en el significado de aquellas palabras 
recih mencionadas que sirven al esclarecimiento del tópico en anhlisis. 

Así, predícase que la ley es General en lo concerniente al destinatario de 
ella, requisito que se salva cuando la norma se refiere a todas las personas o, 
por lo menos, a un sector completo de sujetos, siendo individual o especial la 
ley que se dicta para una persona singular o que se aplica nada más que a los 
sujetos particularizados por ella l. 

1 Chuo Axnwx~ BANDEIRA DE hfmxa, ‘?)iscrecionalidad Administrativa y  Chn- 
tsol Judicial”, Z Anwuio de De+echo PúZho 1975-1976 (Ediciones Revista de Derecho 
Público de la Universidad de Chile, E?d. Universitaria, 1976), P. 17; GEORGES BIJRDEAU, 
Derecho Constf#ucior& e Znstituches Políticas (Madrid, Editora Nacional, KW) 
p. 739; Lw.s S~CHEI AGESTA, Principios de Teoria Pditica (Madrid, Editora Nacional, 
1974) PP. 423424; AT.EJANDRO SILVA B ASCWÑ~, 1 Tratad0 de Derecho Coti- 
(Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 1983) PP. 309310. 
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En seguida, dicese que la ley Q abstracto en atencibn a las conductas que 
regda.~n&$n pue ocum&h norma supone -una- situ~í~6n reproducime, 0 
sea, la repeticion en el futuro de un comportamiento tipo por todas las personas 
o, al menos, por un sector completo de ellas, resultando concreta o casuktica la 
ley-dictada en considerac& a circunstanciaF&ica< previstas fara. ryla s&: 
ocurrencia, sin posibiliiad.~de_que la- situación sea -renovada-e la norma 
es determinada, casuística y  subjetiva en la conducta que ha reglado 2. 

Afírmase, en tercer lugar, que la ley es &ncirm.Z e fnnouadoro desde el 
punto de vista de su naturaleza constitutiva del ordenamiento normativo, en la 
medida que el legislador, ateniendose únicamente a la Constitución, inicia el 
desarrollo de sus principios y  normas, añadiendo nuevos derechos y  obligaciones 
al sistema jurídico, modificando las existentes o dejándolos sin efecto, siendo 
secundaria y  reglamentaria la ley que adolece de los cAnones referidoss. 

En fin, asev6rase que la ley es predetenninadu cuando rige antes de verí- 
ficarse la hipotesis descrita objetivamente en el texto normativo, de manera que 
su imperatividad versa sobre sujetos y  situaciones que, en el porvenir, pueden 
o no hallarse comprendidos en el precepto, siendo retroactiva la ley que extiende 
sus efectos en el tiempo a personas, conductas y  hechos determinados porque 
el legislador ya conocia, con certeza, lo que había sucedido a su respecto en el 
preterito 4. 

Resumiendo, la doctrina define la ley genuina corno una categoria de 
norma jurídica positiva subordinada a la Constitucibn, cuyos rasgos típicos 
yacen en haber sido dictada por el Organo competente, ciñéndose al procedí- 
miento que le ha sido fijado, en materias reservadas a ella que son de un 
dominio exclusivo y  cumpliendo precisas exigencias de contenido. 

II. LA LEY DIJRANTE LA CoNsrITucI6N DE 1925 

1. Nornwdedowura 

El articulo~@ de la Copst~~~~nn_encipnab.~~nía una QIUUZ ación de 
quince materiaiue s610 en virtud de la ley podian ser reguladas. DLho catb- --_- 
lago incluia asuntos de importancia disúnil, puesto que si bien el principio era 
la alta y  vasta relevancia política, social 0 económica, por excepción aparecian 
otras circunstancias o de alcance particular, verbo y  gracia, las previstas en los 
números 5PL segunda parte, y  Spde dicha disposicion. 

Interesante es observar, asimismo, que en el catálogo aludido el Consti- 
erva legal para las materias 
de cJlm&lio lega2 mhicno y  

lo en virtud de una ley se 
meración significaba -y e siempre interpretada y  

aplicada-que el legislador era competente para regular no Sb10 esas mate& 
sino que,. ademas, todas las que-la Constitución no había confiado expresanuensn 
a otra autori@-stablecida por ella. Es decir, la.C&ta de_I995_carecia de una 
norma de clausura..explícita, porque~ en su texto no limitaba el dominio legal 
de manera queel Organo correspond&te p@a. le&lar los asuntos compren- 

2 Id. 
“Id+. 
’ Id 
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djdos en el artículo 44 como los ausentes de 61 y  no reservados al Presidente 
de la República o a cualquiera otra autoridad constitucional. 

Con base en aquella premisa esencial, si el legislador se anticipaba a regu- 
‘alguna de las materias aludidas, con ello cerraba o clausuraba la posibilidad 
que se hiciera lo mismo a través de una norma distinta y  subordinada a la 

en especial la emanada de la potestad reglamentaria radicada en el Jefe 
del Estado. Al tenor del artículo 72 NP 2 de la an@a Carta, dicha potestad 
estaba contrafda g- dict- re&men_t~s,.~decretos e instrucciones para la ejecuci6n, ___-.-- 
de las leyes. Pero tambikn ocurría la con$&bn del rango- en ei raro evento 
de que, a travtk de la misma potestad, se hubiera reglado una materia no 

2. Soberanía del le- 

-Los fondamms be aqu~!_r&gimen eran políticos m&squejnrídicos. En 
efecto, la ley era una declaracibn de la voluntad soberana que, manifestada en 
la forma prescrita por la Constitución, mandaba, prohibia o permitías en las 
materias enumeradas en el artículo 44 de la Carta, o que ésta había reservado 
al legislador en sus demás preceptos o, en fin, que el legislador estimaba nece- 
sario o conveniente regular cuando no existia una prohibición contraria en ~1 
Texto F$damentallurando. así s! Ir.goe ~gidiendo_quees’ssus_asi~~~. 

fuera--normado sin sujeción a los preceptos legal% dicts&.s. De manera que la 
ley era expre&g be la s+erania, limitada s610 por la Constitucibn en el triple 
ámbito señalado, porque en función de la importanciapolkGG$í.Z$iXIãdõf 
asignaba a una medida, decidia o no regularla mediante una ley y, en el evento 
afirmativo, hacerlo con carkter formal y  material o sólo de la primera especie. 

La soberanfa del legislador representante de la Nación podia, de acuerdo a 
la Constitución de 1925, expresar la voluntad general con cualidad iti e 
irocondicionada. En tal carkter, esa voluntad era dueña de atribuir valor de ley 
tanto a losseceptos que reunian las características 0 -_ .- 
a 1~ satisfacian las condiciones formales pero no las sustantivas. Menester - 
resultaba, en consecuen&~‘~&tinguir entre Tas normas que merecian la deno- 
minación de leyes propiamente tales, verdaderas o en sentido estricto, por una 
parte, y  ljrs normas 8 las que Dar consid~ qccesal se les con- 
fería impropia e inex~~~~ente el~nqmbre de leyes, prque versaban sobre des- 
tinatarios articularizados, situaciones específicas, casos concretos, asuntos cir- 
cmsbm es ya_pc_umdps .o_I-me~s 

_ãP---. .~-. -. 

En la competencia ge&& -y no de atribución específica- que el i-’ 
Constituyente otorg6 al le&slador se hallaba una de las causas de la metamor- 

fosis de la ley -comomandato uniforme en otra ley concebida en cuanto estatuto 
diferenciado 0 prescripción de alcance singular. Esta mutación de la legalidad 
marcó el ocaso de la tarea codificadora y  de cuerpos jurídicos de aplicación 
uniforme a toda la poblacibngara, ep su lugar. realzar los regirnenes jurldicos 

ó Cbdigo Civil, arthl0 Iv. 
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especiales, relativos a actividades, Arreas, instituciones o sectores determinados, 
0 bien, xn&g&&n diferenciada en función de casos eindjuiduQsS 

Consecuencias del proceso descrito fueron, entre muchas,--existencia de 
leyes en sentido estricto y leyes con la mera forma de tales porque, en realidad, 
redaban detalles, otorgaban privilegios o imponian discriminaciones arbitrarias 
& &+icio para destinatarios específicos. Con el ánimo de sustanciar està 
afirmación basta recordar que, desde 1926 a 1973, se aprobaron 13.893 leyes, 
de las cuales el 52% (7.207) tuvo carácter individual el 40% (5.524) alcanz6 
a sectores, actividades, zonas o instituciones determinadas y el 8% (1.162) fue 
de aplicaci6n general 7. 

m. %NTIDO Y A‘CANCE DEL ARThJLO 60 DE LA cONSTI’lVCI6N 

3. Enumer& taxatloa 

El~@iculo 60 de la Constituci6n de 1980 prescribe que “S610 son materias. 
de ley” las que consigna en sus veinte númcos, siendo importante advertir 
que dicho artículo está oigente, debiendo entenderse que, durante el denomi- 
nado “período de transición”, incumbe al Presidente de la República y a la 
Junta de Gobierno el ejercicio del Poder Legislativo de acuerdo con la ley 
complementaria respectiva s. 

Para esclarecer el sentido y alcance del articulo 60 citado, conviene indagar 
en su historia fidedigna. 

El primero de los documentos oficiales que arroja luz sobre el tbpico que 
nos preocupa es el Memorándum aprobado el 28 de noviembre de 1973 por la 
Comisión de Estudio de la Nueva Constitución 9. En dicho Memor&ndum léese 
lo siguiente: 

“La expre.+5n de la voluntad del Poder Legislativo tiene especial relevancia no 
s610 porque constituye, después de la Carta Fundamental, la parte más esendal del 
ordenamiento j~rldico de la Nacibn, sino porque las leyes debes contener las I(D~~U 
+si&as a resoher los md.s inpm, s ro@n% Mcbnale5_ 

A eSte -k$&&~~~kci6n: !‘f a) Propenderá a que la ley sea una norma de 
caricter general dirigida al bien com , es decir, que se limite a contener ti10 b 
bares arencbles del ordenamiento sobre el cual estatuye, sin penetrar en el campo de 
la potestad reglamentaria, que es propio del Poder Ejecuti~o”~~. 

6 BER~.ARD~O BRAVO LIRA: “Metamorfwis de la legalidad. Forma y destino de 
un ideal dieciochesco”, Re&tu de Derecho F’úblico Nos. 3132 (1982), pp. 83-88. 

7 BRAVO, nota 6, pp. 8W30; HUGO TAGLE MMARTNEz, “Origen y generalidad de la 
ley chilena bajo el imperio de la Constitución de 1925’ en Da+echo y Justicia - Tf?r~ero~ 
Jornadas CbUenas de Derecha NnturaZ (Santiago, Ed. Jurídica de Chile, X377), pp. 
387-388; JORGE TAFIA VAI.& La Técnica Legislotti (Santiago, Ed. Jurídica de 
Chile, 1980), p. 48. 

s Constituciún de 1080, disposicibn transitoria vigésima primera letra b, en 
relación con las disposiciones transitorias decimocuarta, inciso primero, decimoqninta, 
decimoctava, letra B y decimonovena, esta última complementada por la ley NQ 17.983, 
publicada en el Diario Oficial el 28 de marzo de 1981. 

9 Reproducido en Actas Oficiales de la ComFrión de Estudio & la Nueva Cons- 
tituci6n (Santiago, Imp. CendarChile, 1977), sesión 18, pp. 10 a 33, y se4611 407, pp. 
3337-3338, fuentes a las cuales se remiten las citas pertinentes. 

10 Id., p, 27. Enfasis agregado. 



En las Actas O@&s correspondientes hallamos elementos de juicio adi- 
cionales y  que corroboran el espiritu del texto antes transcrito: 

El señor BERTELSEN señala que “habría que referirse a la potestad reglamentaria, 
donde debe figurar una Innooucidn AMI iTortunte como lo es el cun& en lo di&f- 
buch de laS materias propias de kg y  de reglanunto. Añade que en la chilena, com 
en la mayor parte de las constituciones, se ha seguido el sistema del llamado “domimo 7 
mínimo legal”, conforme al cual se enumera una serie de materias que necesariamente[ 
deben ser regaladas por ley. Dice que en el resto de las materias es posible tanto la\ 
fntervencibn del legislador como de la potestad reglamentaria, campo cancurrentej 

lista taxati& 0 cGrada. ’ ” 
.- 

-._-.- 
Dicr que el resto caería dentro del carmo de la Dotestad rwlamentia. la cuaí~ ) 

021 congleso. 
“(...) 
-Se aprueba” 11. 

En los mismos anales pero de la sesión en que la Comisión de Estudio 
debatió el tópico preciso de las materias que deben ser objeto de ley, encon- 
tramos las inkv3nciones siguientes: 

‘El señor BERTELSEN hace praente que en la distribución de competencia entre 
el Legislativo y  el Reglamento se efectuaría una de las innovaciones de ma 
portancia jurfdica y  politica de la nueva Constituci6n. Agrega que basta J 

or im- 
ora en 

Chile el reparto se ha efectuado estableciendo constitucionalmente lo que se ba denomi- 
nado “un dominio minimo legal”, materia ksta preceptuada por el ar&& 4 de la 
Constftudón de 1925, que M es tmattw. AEade que en el resto de las materias 
pueden intervenir el Gobierno, mediante la vía reglamentaria, o el Parlamento, cxm la 
consecuencia -por k aplicación del principio chkico de jerarqufa juridica de que si 
hay ley cl reglamento debe subordinarse a la misma- de que un Legislativo “invasor” 
no tendrfa limite en su actividad, al ir ocupa& una serie de campos que serían m4s 
propios de regulacibn por la via administrativa. L& que ahora se pr&tende dar una 
dfstribudón cxnn@tamente distinta en~&conm~~ al campo de la ley y  de la 
potci-iG¿G~&~ deterni&.ndose COJI ca+&?~ ~&A@h+l ct&a>J’.~g.s .?lJa@riar 
que ne~~~~~~e .ddh ” re&u+ poy kyy,perq en las cuales no puede intervenir 
el r~ti.Advierte que no entra al análisis de aquellas materias que ya háñ sido 
reguladas por ley y  que en lo futuro sean propias de la potestad reglamentaria, 
porque esäma que seguramente tal problema se obviará en las disposiciones transitorias 
y  que, en caso de conflictos, debe& intervenir la Contralorla o el Tribunal Consti- 
tucional. 

l1 Id., sesi6n 3.55, p. 2278. Enfasis agregado. 
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campo del doni& legal, punto en el cual declara que no puede presentar mIa Pr& 
puesta acabada, pero que, en todo caso, sugiere las siguientes entre las materias que 
necesariamente deben ser reguladas por ley: en primer lugar, aquellas que la misma 
Constitución exige que deben ser reguladas mediante una ley, sea orgánica n ordinaria, 
cunlbfando el actual artículo 44 en el sentido qw ahora contempzt? el dominio mdzinm 
legaG en segundo lugar, tambikn tendrfan que ser materia de ley aquelhxs que han 
sido objeto de codificación, tales como lo civil, lo comercial, lo penal, lo procesal y lo 
relativo a la organizacibn de los tribunales. Manifiesta sus dudas respecto de si ckrfos 
Chdigo deben ser aprobados pc~ ley o por .simples decretos, y  cree que cierto tipo 
de legislación debe ser autorizada en sus bases por ley como la laboral, la previsional 
o la minera, como lo hace la Constitucibn francesa al señalar que “La Ley debe 
establecer las bases fundamentales.. .“, etc. Agrega que hay otras materias cuya 
inclusión en el dominio legal es indiscutible, como es el caso de lo relativo a la 
imposici6n de tributos, la contratación de emprksötos, el establecimiento de la división 
pollöca o administrativa del psis, la concesión de indultos generales y amnistlas, la 
delegación de facultades legislativas, la determinación de remuneraciones y beneficios 
emnómicos para bs sectores público y privado, la Ley de Presupuestos, la creacibn 
y organización de servicios públicos y empresas del Estado, y ohas. Añade que hay 
algunas muy conflictivas y dudosas que dicen relación a otros aspectos de la Cons- 
titución que aún no estan resueltos, como los de orden .xon6mico, lo relativo al 
régimen monetario, y lo concerniente a las fuerzas militares, en las que, de alguna 
manera, tendrá intervenci6n el Poder Legislativo, por lo menos, en la aprobación 
de las leyes orgánicas respectivas. 

(...) 
El señor ORTUZAR (Presidente) expresa qw de las opiniones vertklas an la 

Comisi6n se puede concluir que (. ) lo enumeración, qtce cmwtftuti el dmninb 
m6xfmo kgd, tenlfnf el carácter de taratfoo . . .” 12. 

Por último y pese a la titencibn transparente con que la Comisión de Es- 
tudio habla concebido el que hoy es el artículo 60 de la Constitución, encon- 
tramos en el acta oficial de una sesión ulterior el siguiente pasaje que disipa 
cualquiera duda sobre el punto: 

“La sefiora BULNES estima que no está expresado con claridad en el Informe 
b que ~610 en virtud de una ley se puede hacer y lo que es materia de ley. 

- A sugerencia del seiior BERTELSEN, se aprueba la expresión “S610 son 
materias de ley. .“, haciéndose luego la enumeración pertinente” 18. 

Con base eu las deliberaciones y acuerdos expuestos, la Comlsibn de 
Estudio informó al Presidente de la República que el Anteproyecto de nueva 
Constitución contemplaba las ideas precisas siguientes: 

l’+ “Que la ley sea una norma de carácter genem2, dirigida al bien común, qne 
se limite a contener ~610 las bases ese& del ordenamiento jurídico sobre el cual 
estatuye, sin pertekar en el campo de la potestad reglamentaria que es propio del 
Poder Ejecutivo”; 

2* La intmducci6n de “una modificación sustancial en lo que dice relaci6n con 
el Bmbito legislativo, esto es, con las materias que deben ser necesariamente objeto 
de ley, &uyendo al sistema & dominio legal mítimo que establecía la Carta de 
1925, por el del dominio kggal Máximo, cambio al cual atribuimos una trascendental 
importancia jurldica y práctica. 

= Id., sesión 358, pp. 2331-2332. Enfasis agregado. 
13 Id., sesi6n 417, p. 3646. 
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Expre.da en otros thinos, la Chnstitución anterior se limitaba a seiiaku Ias 
materias que necesariamente debían ser objeto de ley, pero 1~) impedfB 9ue el / 
legislador pudiusa erterPder la acción &gtdat&x a &-as, aun cuando, muchas veces, ‘, 
por so naturaleza debieran ser objeto de la potestad reglamentaria del presidente ’ 

sobre determinadas materias. . .“, y  -.. 
3” “Una disposici6n transitoria regularfi la forma de modificar las leyes que se 

hubieren dictado con anterioridad, referentes a materias que en adelante pasan a ser 
propias de la potestad reglam&zia” 1% 

Consecuentemente, la Comisión de Estudio elevó al Jefe del Estado el 
Antepyecto con los artículos que a continuacibn transcribo: 

‘Art. 37 (hoy 32). Son atribuciones especiales del Presidente de la Re- 
pública: 

8p Ejercer la potestad reglamentaria en todas aquellas materias qoe no estén 
tarath>amente enumeradas como propias del dominio legal, sin perjuicio de la facultad 1 
de dictar Ios demás reglamentos, decretos e instrucciones que crea convenientes para ! 
la ejecución de las leyes”; 

‘AI?. 66 (hoy 60). SdZo son materias de ley:” las indicadas desde la letra a) 
basta la E) del catálogo que aparecfa en seguida; y  

‘i4rt. ll tr&mio. El presidente de la República podrá ejercer Ia potestad 
regkmentwia, de acuerdo a las atibuciones que le confiere esta Gmstitudón, respecta 
de las materias comprendidas en ella, aun cuanda huyan sido obieto de leyes 9~ se 
encuentren actual- en uigm”W 

El Consejo de Estado discrepó, empero, del criterio de la Comisión de2 
Estudio y, por las razones que copio a continuacibn, mantuvo en su Proyecto I 
el régimen de dominio legal mfnimo consagrado en la Carta de 1925: - 

“El Consejo, por unanimidad, estimó que el reemplazo de la expresión usada por 
la Constitoci6n;de 19%: “S610 en virtud de una ley s puede”, por la uwzla en el texto 
de la Comisión: “5610 son materias de ley”, eLa incvn~mnve- 
niente, porque no se divisa motivo para mod&car fórmulas que jamás ocasionaron 
problemas ni se prestaron para equfwxos; peligroso por ser una enumeración -pese 
B su amplitud- inevitablemente restringida y  restrictiva, corriMose el riesgo de que 
materias muy importantes y  graves pudieran resolverse u ordenarse por simple decreto 
u otro tipo de resoluciones aun de inferior nivel. Esto justifica que se mantuviera el 
r&gimen de 1925” 1% 

Finalmente cabe señalar que el criterio de la Junta de Gobienu> fue coin- 
cidente, en general, a>n el sustentado por la Comisibn de Estudio, ti que 
puedan eníxegarse, no obstante, las razones correspondientes porque no han 

14 Comisibn de Estudio de la Nueva Constitod6n Política de la República: 
Znforme cm Pm- e Ideas Precisas (16 de agosto de 1978), reproducido en 
VIII Red.stu Chti de Derecho Nos. l-6 (1951) pp. 263-m y  273. Enfasis agregado. 

16 Id., pp. 337, 352-353 y  374. Enfasis agregado. 
*s Informe del Cons+ de Estodo sobre el Anteproyecto de nuelm Const&uci&, 

repmduddo en Reolpta Chfkrur de Derecho citada ea nota 14, p. 412. Enfas& agregado. 
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sido oficialmente difundidas. Pero enfatizo que tal coincidencia fue ~510 general 
ya que la Junta, al aprobar en el ejercicio de la potestad constituyente el Texto 
Fundamental, sometido después a plebiscito, introdujo las siguientes enmiendas 

9 

al Anteproyecto de la Comisibn: 

l* En el articulo 32 N* 8 sustituyó las palabras “estén taxativamente enu- 
[$&eradas como” por la palabra ‘sean”, quedando dicho precepto redactado en 

los t&minos del texto hoy vigente de la Constitucibn; 
28 En el artículo 130 mantuvo la locución “S610 son materias de ley:“, 

pero agreg6 nuevas competencias de atribucibn, entre las cuales merece especial 
mención el númer@O por virtud del cual queda en la reserva material del 
legislador dictar “T &? a otra norma de carácter general y  obligatoria que esta- 
tuya las bases esenciales de un ordenamiento jurklico”; y  

3s Reemplazó el articulo 11 transitorio del Anteproyecto por la sexta 
disposición transitoria actualmente en vigor, cuyo texto declara que “No 
obstante lo dispuesto en el número 89 del artfculo 32, mantendrin su vigencia 
los preceptos legales que a la fecha de promulgación de esta Constitución 
hubieren reglado materias no comprendidas en el articulo 80, mientras ellas no 
sean expresamente derogadas por ley”. 

En sfntesfs, el examen de la historia fidedigna permite aseverar que el 
Poder Constituyente de 1980: 

-Dio al articulo 60 de &.l;&a_d c&c&~ de &nn~Q-L~gu$ +ix&o, ._ _,-. .-- -.- -- 
reservando al legislador ~510 las materias enunciadas en sus veinte números y  
situando en la potestad reglamentaria del Presidente de la República la norma 
de c&~g~~d~ientòPosit;vo;~ --- -~ ------ 

~umttca ti catálogo del artículo. @~-citto, es decir, 
trátaseãeíiZenumeracij;nlimitada, circunscrita y  reducida a las materias de- 
terminadas en sus veinte números l”, de manera que el legislador no puede 
agregarle otras porque su competencia es de atribución y  no gen&ica. Esta 
deducción conserva todo su valor a pesar que la Junta de Gobierno sustituyó 
la referencia explícita que, al rasgo taxativo, aparecía en el precepto corres- 
pondiente del Anteproyecto. El autor funda tal interpretación tanto en que 
dicha referencia era redundante en un contexto por sí diafano, cuanto en 

atención a que la Junta de Gobierno amplió la potestad legislativa -sin con- 
vertirla en genérica o ilimitada- al introducir el numeral 20 del articulo 

ticulo s - 
-Ordenó e&citamente_gue el legislador, al cumplir el mandato del ar- 

0, dicte nornwgaze&es 7-w. o&-@“les_‘a;ir” ¿a 
--Quisõ,T&p%%, pero inequívocamente, que el legislador formule normas 1 

abstru$u y  predetennkãdas, pu& la ley general y  bLsica se contrapone, por igual, 
1 la hom6nima concreta o prevista para una sola ocurrencia y  a la que posee bt 

efecto retroactivo. Se comprueba esta deducción considerando que, cuando por 

17 El Dicdo~M de la Lengua Española (Madrid, Ed. Espasa-Calpe, 1970) p. 
1247 seííala que el adjetivo “taxativo, VB” tiene como acepción única la de indole 
forense, esto es, “que limita, circunscribe y  reduce un caso a determiñadas circuns- 
tancias”. Idkntico es el sentido asignado a dicho adjetivo por @4QUíN Exxrc& en su 
Dicckxuti razonado de legislación y  Numancia (Madrid, s/e., 1872) p. 1489, 
si bien agrega como ejemplo, precisamente, el de una disposici6n taxativa. 

18 Cnnstitucibn de 1930, artkulo 80 Nos. 4, 5, 9, 10, 13, 16, 18, 19 y, especial- 
mente, 20. 
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excepción el Constituyente reservb a la ley una materia casuistica o de circuns- 
tancia, lo declaro así expresamente 18; y 

-En fin, exigió que la ley sea inwoudora en razbn que ella es la norma 
idónea para sentar, por vez primera, Tãs l;a% esenciales de nuevos ordenamkn- 
tos juridicos, prescribiendo, en la disposici6n transitoria sexta, que siguen vigen- 
tes los preceptos legales reguladores de materias no comprendidas en el articulo 
60, mientras no sean expresamente derogados por ley. 

Habiendo demostrado que el articulo 60 de la Constitucibn contiene una 
enumeración taxativa, procede puntualizar que dicho rasgo no empece a que 
las materias en él comprendidas hayan sido descritas o enunciadas con dispar 
exactitud. 

En efecto, si se atiende a la precisión de2 mandato conferido por el ConS 
lador, surge la siguiente clasificación de las materias de ley s”: 
andatos que tienen sustancia preceptiva bastante precisa, porque 

y  de competencia, con grave repercusión politica, cuando se trate de resolver 
si la ley ha violado la norma de clausura al invadir el campo de la potestad 
reglamentaria, siendo menester anotar en esta categoría las materias señaladas 
en los números 3, 4, 18 y 20 de dicho artículo. 

Fluye deFue, sín perder su carkter de cattiogo 
taxativo, el artículo 60 de la Constitución franquea al legislador una cupQddarl 
~matiua txwf&ktinciSn de Ta ma~.nm-enor. prec$&cm que & des: 
crito~~el &min&l& &mo en sus veinte números. Dicha capa6ZáZXs 
considerable tratándose del principio común &nsagrado eñ el último número del 
cat&logo en examen, más todavía si tal prjncipio es armonizado con la cwge- 
lación del rango irnpuesra a ‘a_,potestadregamentaria por- Ta disposición transi- 
toria sexta de la Ley Fundamental. Pero, ac6%% To anterior, cabe insistir e --_---- 
que no es àãtla ál legislador, ni aG a pretexto de circunstancias Idi extraordinarias,’ 
atribuirse autoridad o derecho para añadir al artículo 60 materias omitidas de’ 
61, porque la Constituci6n las ha confiado a la potestad reglamentaria del Jefe a 

del Estado o de otra institucibn auh5nomaz1. 

t 

Incumbe al Tribunal Constitucional conocer y resolver, sin ulterior recurso, 
el quebrantamiento en que pudiere incurrir el legislador respecto tanto de la 

18 Id., Nos. 7, 8, 15 y  17. 
2~3 h.LtJANDBO SEVA BASWÑÁN, “La Jerarqula normativa en la Coristitución 

Politica de 1980”, VI Rtitu de Derecho de In Utbmtid Cattdlica de Valparaíso 
(1982), pp. 115-116. 

21 Constitución de 1980, artículos 6p y  79 y  60 en relaci6n con los artículos 32 
NQ 6, 79, inciso 19 y  96, inciso final, entre otros. 
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taxatividad del artículo 60 como de la capacidad normativa disf,,,il que la 
confiere en sus diversos números 22. 

Concepto genkrico porque son diversas las autoridades investidas por la 
Constitución con la facultad de ejercerla en sus ámbitos propios%, la potestad 
reglamentaria es,& sentido clásico y  estic d la~atribución especial &.4 Presi- 
9-c. &LLkpúhlicaflara ~,.unilateraImen~normas--As 0 
espe&&&#n+xdas algobierno y  administración del Estado o a la ei~ción _.-- _-._. 
-&.,b_by@, Dicha potestad se materializa en decisiones escritas y  de obligado 
acatamiento que, si son generales y  permanentes, se denominan 

Ti reservándose el nombre de decretos supremos a las normas que carecen de 
caracterkticas y  siendo in@ucciones las dirigidas exclusivamente a las autorida- ~.- - y  -._. 
des para explicar u orientar a los brgan&~ súiGZñ%~,-sn relacdn ~bn el 
cumplimiento de preceptos jurklicos superiores o el desempeño de cualquiera 
tarea pública H. 

Siempre sometida en todo a la Constitución, la p&@d~$mentaria es, .~ 
ademk;súbTégal porque, respetando la jerarqula no~~gllas~~~: di& ) 
Su tiWaFestán inmediatamente sujetas a las leyes. Tnitase por ende, de ) ti_-.__> 
d&?niiñáciones complementatias de los preceptos legales, secundarias e Serio: 
des, con po&ìídadês limitadas y  tasadas. En el senti&-est&to con que fue 
definida, en suma, la potestad reglamentaria no se produce más que en los 
Ámbitos que la ley le entrega, no puede intentar dejar sin efecto las disposi- 
ciones legales o contradecirlas y  le es prohibido, en fin, suplir a la ley allí 
donde 6sta es necesaria para producir un determinado efecto o regular un cierto 
contenido”. Y todo lo expuesto posee un fuerte presupuesto 16gico, porque la 
potestad reglamentaria no es expresi6n de la voluntad general sino que inshu- 
menta servicial de la misma, yaciendo esa voluntad en el legislador en cuanto 
representante de la comunidad m. 

La regla es que la potestad en comentario sea $iscrecionlJ, vale decir, que 
el Jefe del Estado la ejercite libremente cuando, en su concepto, sea conveniente 
o necesario para la triple finalidad que le hemos asignado. Excepcionalmente, 
empero, el ordenamiento jurídico puede exigir o hacer inevitable el desempeño 
de esa potestad, verbo y  gracia, tratándose de leyes básicas o de preceptos 
legales cuya aplicación requiere un desarrollo minucioso, técnico o circunstancial. 

Digamos, finalmente, que la potestad reglamentatia tiene, entre otros lf- 
mites sustanciales, el respecto a los principios generales del Derecho, lato 
$xión de la arbitrariedad, la irretroactividad absoluta y  I~..@d.e~agabil&cde 
!os reglamentos por decretos singulares, &de manera que kstos no pueden ex- 

28 Id., articulo 82 NP 2 y  12. 
28 Consultar las referencias hechas en la nota 21. 
= MANUEL DAWSL Wfi~, “Reflexiones sobre la potestad reglamentaria y  

su control jurkiico en el Anteproyecto de Constitución PoUtica del Estado”, DBdmar 
Jornadas Chikms de Derecho Público (Valparaiso, Edeval, lesO), p. 195. 

2s&XWlDOGhRCt<lDE&T=dA yTw.ÁsRAMáNFERNIúíDE; ICwsode 
Derecho Administmtkw (Madrid, Ed. Civitas, 3+ edicibn, IeSZ), p. 162 

28 Id., p. 161. 
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ceptuar la aplicación de aquellos para casos concretos, a menos que, obvia- 
mente, el mismo reglamento autorice la dispensan. 

v. ,.d POTESTAD AEGLAMENTARIA DURANTE LA CONSTITUCIÓN DE 1925 

“Al Presidente de la República -declaraba el artículo 71 de la Constitución 
mencionada- esta confiada la administrach y  gobierno del Estado; y  su aut+ 
ridad se extiende a todo cuanto tiene por objeto la conservación del orden 
público en el interior y  la seguridad exterior de la República, de acuerdo con 
la Constitución y  las leyes”. Por su parte, el articulo 72 NP 2 de esa Carta 
contemplaba entre Le. atribuciones especiales del Presidente.-de_l.a República 
la de dictar los reghme~A&uc&zs+wcreyexa cnnuenientes 
para la eiecución de las leyes. Por último y  según ya lo hemos visto, el articulo 

-7 .- i ‘-- 
44 de aquella Conshtuabn estatuía que s610 en virtud de una ley era posib& 
normar las materias incluidas en el cathlogo abierto o no taxativo con que i 
consagraba el dominio legal mínimo e, implícitamente, en la ley, la norma dQ 
clausura del sistema jurídico. 

Fluye de lo expuesto que la Constituci6n de 1925 siguió el cri 
=J@+P en lo relativo a la potestad reglamentaria. En la prhctica, tal criterio se tra ulo‘ 

en cierta desnaturalización de la ley y  en conflictos con el Jefe del Estado que 
ejercía la potestad reglamentaria, a veces excediendo su atribución circunscrita 
a la ejecución de preceptos legales. La época a que nos referimos se caracterizó, 
en síntesis, por la dictaci6n de ‘leyes medidas” que administraban y, con 
menos intensidad, por el ejercicio de la potestad reglamentaria en el rango de 
una admioktraci6n que legislabas. 

El precepto aludido expresa a la letra que “son atribuciones especiales del 
Presidente de la República: 

(. . .). 
89 Ejercer la potestad reglamentaria en todas aquellas materias que no ‘\ 

sean propias del dominio legal, sin perjuicio de la facultad de dictar los demás 
1 reglamentos, decretos e instrucciones que crea convenientes para la ejecución 

de las leyes;” 
Para esclarecer el sentido y  alcance de la disposición transcrita es útil in- 

dagar en su hi.storfo fidedigna, entendiendo reproducidos aqui los antecedentes 
ya proporcionados con respecto a su contraparte, esto es, el dominio y  reserva 
legpl~: 

n Id., pp. lKW35, G -0 S-sm Qmzm, “Algunas cuestiones ttico- 
jurldicas relativas a la potestad reglamentaria presidencial en el marco de una nueva 
intitucioualidad”, L?&mus Jornadas Chilenas & Daecho Público (Valparaiso, Edeval, 
mo) pp. 177-178 y  182. 

28 WE Prwxrr m, “Potestad reglamentaria y  equilibrio constitucional en 
la Constitución chilena de lW, Boletín de Inuestigu&me.s de la Facultad de Derecho 
de h LJntuersMad c<ddliur de ch& ma. 4840 (losl) pp. 15-16. 

= ver supra III, 3. 
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“El señor ORTUZAR (Presidente) sugiere encomendar el estudio perthente a 
los señores ~rtelsen y L.urca,J recuerda que fue el primero de ellos quien plante6 _ 

en la Cormsuh Ia necesidad e senalar taxativamente las materias que pueden ser 
objeto de ley, la pmibilidmf de ampliar la potestad reghnmtaria y permiti que el 
Presidente de la República pueda dictar normas co” fwza de 1ey”“ao. 

f 

“El señor BERTELSEN indica que seria preciso redtas lo potestad reghwntarla 

amplia que tendrá el Presid-nte de la República y precisar el deslinde entre el campo 
propiamente legislativo y el reglamentario; ver que la norma pertinente * las materias 
propias de la Ley est8 señalada en el capítulo de la formaci6” de las leyes, e fmffcar, 

‘\ por er~lwkh, que el resto cae en el hbito de la potestad reglamentaria”a1. 
(...). 

“El señor BERTELSEN manifiesta que un rkghe” presidencia como el que 
se quiere establecer, exige radicar en el Presidente de la República la conducid” 

I 

poZ;tiur del pafs.. Agrega que esto es asi prque el Jefe del Estado M tiene tínfur- 
mente a ~11 cargo la Zkmada fmcfdn ejecutfm, o sea, el desarrollo de las disposiciones 

legales mediante normas reglamentarias, decretos e insb-ucciones sino que tambih 
\ le compete lo que la doctrina constitucional denomina gobierno.. .m. 

(. . .). 
“El señor BERTELSEN afirma que habrá dos tipos de reghetis que concep- 

‘tualrnente pueden distinguirse, aún cuando no sea necesario hablar de ello en la 
regulan “laterias que 

detallan y llevan ade- 
última del Poder Ejecutivo, de donde 

jemana su denominación. Agrega que wmpete tambih al Primer Mandatario la dicta- 

ch de decretas supremos de carkter individual y de instrwcibn, que esta consagrado 
en la Constitución y donde no se propone” modificaciones.. 

El señor GUZMAN estima de gran trascendencia la materia, y considera intereo? 
sante hacer una detallada fundamentación de ella en el memorandum recalcando la 
congruencia que existe entre ese criterio ‘y la concepción del gobierno moderno en’ _/ 
cuanto a ser el conductor de la vida nacional, especialmente en los planos económico, 
administrativo, internacional y social. Piensa q”e ka es una de las tnnooadones mh.5 
tmscendentes que se introducen en la ““eva ~arta. 

El señor ORTUZAR (Presidente) recuerda que durante muchos años el kgegis- 
zudor penetd aente en el campo de la potestad reglamenturb, lo que viene a 

reforzar el planteamiento. 
Se aprueba=. 

(. .). 

“El señor ORTIJZAR (Presidente) expresa que de las opiniones vertidas en la 

Comisión se puede concluir que el memorandum se limita& a destacar la importancia 
de esta modificacibn constitucional, cómo ella fotilece ~1 wl cómo /’ 
evita los abusos en que se incurió en el pasado por parte del Poder Legislativo.. 

El señor GUZMAN agrega que, por considerarlo relacionado IXI” el tema y por 
ser UDB interrogante que la opinih pública plantear6 de inmediato, consulta qué 
ocurrirá co” los aspectos que guedan fuera lid campo legal en la llw?m CarkJ, pero 
4ue con anterforfdad estaban fncZuidos en 1. Sugiere estudiar el problema en esta 
ocasibn, previo acopio de antecedentes, por cuanto @“ora cho se ha resuelto en 
otros palses. 

El señor BERTELSEN señala que la disp&ci6” constihmional regirla de inme- 
diato y que lo demás continuaría vigente mie”tia.s M fuera modificodo por el Presidente 

30 Actas, nota 9, sesión 344 2077. Enfasis p. agregado. 

31 Id., sesión 345 2094. Enfssis agregado. p. 

32 Id., sesión 355 22.66. Enfasis agregado. p. 
= Id., p. 2278. 
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& la Repúbka y  si la Contralorla objeta por inconstitucional un reglamenta dictado 
por éste, existiría la posibilidad de recurrir al Tribunal Constitucional. 

El señor ORTUZAR (Presidente) hace notar la inconveniencia de abordar este 
tema en el memorandum, pues se criticará que la mayoría de la Iegisloddn quedará 
entregada a la potestad regkmzentaria del Primer Mandatario, por lo que sugiere es- 
tudiarlo despu& 

‘El señor GUZMAN retira su proposicibn” 34. 
(. * .). 
“El señor GUZMAN pregunta si se consagrará una norma tmnsitoria que permita 

al Presidente de la república, a partir de la aprobación de la Carta Fundamental, 
derogar por simple daxeto las disposiciones legales que se hayan dictado con ante- 
rioridad y  que no queden dentro del ámbito legislativo. 

El señor CARMONA dice que un texto semejante crearla una fnseg& enomle 
en múltiples materias. 

El tior ORTUZAR destaca que el sistema que regir& de ahora en adelante 
es que sdo una ka/ podrá modificar (I otra k$‘=. 

(. . .). 
“La señora BULNES juzga mnveniente hacer una dktfncfh como la que esta- 

blece la Constitución francesa al indicar cuáles garantias o derechos cxmstittinales 
deben ser regulados por ley y  cu& son regulados por la potestad reglamentaria. 

El señor ORTUZAB (Presidente) puntualiza que, no habiendo sido analizada 
esta mattxia por la Comisión, la idea de la Mesa, al hacer referencia a las bases 
czsm&k del ordenomiento +4dfcu, fue que las materias laborales, sindicales, previ- 
sicdes y  de seguridad social que eshwieren regladas en leyes de importancia, codi- 
ficadas o no codificadas, no pudieren ser modificadas por un shnple demeto” m. 

Fundamentándose en las deliberaciones y  acuerdos transcritos, la Comisibn de 
Estudio informó al Presidente de la República que el Anteproyecto de nueva 
Constitución contemplaba las ideas precisos siguientes: 

(,$ “Am li d p ar e modo importante la potestad reglamentaria del Presidente de 
la Rqxíblia, excluyen& de la intervención del legislador las materias que deben ser 
p.=epy de aquella potestad”a’; y  

2* ,Contemplar “dos cLzse.s de reglamentos: los autdnomos, que regularán todas 
aque& materias que no sean necesariamente objeto de la ley, y  los de ejecucibn, 
encargados de desarrollar las disposicions de una ley, todo ello sin perjuicio de la 
facultad para dictar los decretos e instrucciones que crea conveniente para la ejecu- 
cibn de las leyes”ss. 

Consecuentemente, la Comisión de Estudio elevó al Jefe del Estado el 
Anteproyecto con los articulos que a continuación transcribo: 

“AI%. 37 (hoy 32). Son atribuciones especiales del Presidente de la República: 

89 Ejercer la potestad reglamentaria en todas aquellas materias que no estén tara- 
tfmzmente enumeradas como propias del dominio legal, sin perjuicio de la facultad 
de dictar los demás reglamentos, decretos e instrucciones que crea convenientes para 
la ejwucibn de las leyes”; y  

84 Id., sesión 358, pp. 23322333. Enfasis agregado. 
36 Id., swi6n 408, pp. 33883389. Enfasis agregado. 
38 Id., pp. 33923393. Enfasis agregado. 
fl Informe, nota 14, p. 241. Enfasis agregado. 
38 Id., p. 250. Enfasis agregado. 
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“‘Art. 11 tr-. El Presidente de la República podrA ejercer la potestad 
reglamentaria, de acuerdo a las atribuciones que le confiere esta Constitución, res- 
pecto de las materias comprendidas en ella, aún cuando bayan sido objeto de leyes 
que se encuentren octualm.f?nte en oigor” 38. 

Expuse ya, sin embargo, las razones por las cuales el Crmse/o de Este& 
discrepó del criterio de la Comisión en este punto w, corno igualmente, los cana- 
bios que la Junta de Gobietuo introdujo a los dos preceptos del Anteproyecto 
recién reproducidos, sin alterar el sentido esencial del primero e imprimi6ndole 
un alcance por entero distinto al segundo’r, quedando así con la redacción 
que aparece en el articulo 32 Ns 8 y  disposición transitoria sexta, respectiva- 
mente, de la Constituci6n. 

En sín&sis, el examen de la historia fidedigna permite aseverar que el 
Poder Constituyente de 1980: 

! - Amplió la potestad reglamentaria del Presidente de la República me- > 
di&e la incorporación a nuestro ordenamiento fundamental de la denominada 
potestad reglamentaria aut6noma, independiente o extendida, esto es, que no 
completa, desarrolla o ejecuta ninguna ley previa, sino que surge al margen de 
toda ley de habilitación y  que se sostiene eu sí rnisn~+~, porque se ejerce en 
cual ‘er materia que no sea propia del dominio legal; 

&torgó, por ende, a la potestad reglamentaria el carácter de nonna de 
clausura del ordenamiento positivo; y  

, =. Congeló el rango legal vigente a la fecha de promulgaci6n de la nueva 
’ Cons&uci6n, de manera que no es la potestad reglamentaria presidencial sino 

la ley mediante derogacibn expresa quien puede descongelarlo. 

0. MeM aparfenda de howción 

Empero, si aisladamente examinado, el sentido y  alcance del articulo 32 
Np 8 de la Constituci6n es claro, difkil resulta sostener id6ntico predicamento 
cuando se lo interpreta, corno corresponde, en relación con el articulo 60 y  la 
disposición transitoria sexta de la misma Carta. 

En efecto, el catiilogo taxativo del articulo 80 contiene mandatos cuya sus- 
tancia preceptiva o capacidad normativa es disímil, llegándose a la cima con 

,, el principio común consagrado en su último mímero. Pero, además, en dicho 
; articulo hallarnos remisiones a los códigos y  también a las leyes que deben ser 
) dictadas donde la Constitución erige que ellas regulen asuntos determinados. 

Una cuantificación somera de esta ídtima especie de reserva nos indica que son 
150, aproximadamente, las materias que la Constitución confía ~610 al legislador 
y  sustrae, consiguientemente, de la potestad reglamentaria en sus dos especies a. 

89 Id., pp. 337 y  374. Enfasis agregado. 
40 ver supm III, 3. 
u Id., pp. 2223. 
12 GAFC~ DE J%N& 

6 

et al., nota 27. p. 181. 
GJ La BIJLNJS AILWNATE, “Leyes de Base y  potestad reglamentaria en Ia Cons- 

titución de 1980”, VI Beo+stu de Derecho de la UnfversMod CA de Vdpads~ 
(1982) pp. 136 y  148153; Huoo Cknszn~ DELGAw, “La norma de clausura y  la 
potestad reglamentaria en el Anteproyecto de nueva Con@ituci6n”, Beti & Derecho 
PúbuCo 27 (lesO) pp. 2@7 y  274. 
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Desvirtuado asi para el futuro el poder normativo residual del Presidente 
de la República, más drA.stica tcdavia es la sopresi6n que a dicho poder le ha 
impuesto la disposicibn transitoria sexta de la Constitución. Pues ya hemos dicho 
que esa disposición mantiene vigentes los preceptos legales que, a la fecha 
de promulgación de la Carta, hubieren reglado materias no comprendidas en el 
articulo 60, mientras ellos no sean expresamente derogados por ley. Es decir, 
los preceptos legales en vigor al 21 de octubre de 1980 se conservan como : 
tales y  queda prohibido dejarlos sin efecto a través de la potestad reglamentaria, 
ir&so la autónoma 0 extendida. 

Concluyendo, el régimen constitucional hoy aplicable a la potestad regla- 
mentaria como norma de clausura y  al dominio máximo legal no difiere, esen- 
cialmente, del estatuido en la Coostitwi6n de 1925, porque el cambio de 
redacción y  las proclamaciones son insuficientes para convertir las apariencias 
en una innovación fundamental y  prktica~. 

* BWLNES, nota 45, pp. 136148; DANIEL, nota 26, p. 216; EDUMDO Son0 KUXS, 
“Algunas consideraciones sobre la potestad normativa presidencial en el Anteproyecto 
de nuev* Constitución”, D&cfmas ]omBdar Chilenas de Derecha Público (Valp8raís0, 
Edeval, lQ80), pp. 229-230. {--\t, ?<’ li i, ,+ 

f’ 


